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Reconocimiento fotográfico y en fila de personas. Evolución jurisprudencial acerca de su valor. Constituye prueba complementaria de la testimonial que es la principal. Importancia del reconocimiento personal y directo dentro del juicio oral. La opción de presentar esa diligencia está en cabeza tanto de la Fiscalía como de la Defensa; luego entonces, mal puede pregonarse infracción al derecho de defensa cuando la parte interesada puede allegar el acto que a su juicio le conviene, sin esperar que su contraparte lo haga.
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	Hora: 
	5:30 p.m.

	Imputado: 
	César Augusto Londoño Tabares y Juan Gabriel Rave.

	Cédula de ciudadanía No:
	10’011.083 y 4’515.172, ambas expedidas en Pereira, respectivamente. 

	Delito:
	Acceso Carnal Violento Agravado y Amenazas a Testigos.

	Víctima:
	S.N.C.P. (menor de 16 años)

	Procedencia:
	Juzgado Primero Penal del Circuito de Pereira con funciones de conocimiento.

	Asunto:
	Se conoce de la apelación interpuesta por el defensor de Londoño Tabares, contra la providencia de fecha veintitrés (23) de Octubre-07.


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, pronuncia la decisión en los siguientes términos:

1.- Lo ocurrido

Los hechos jurídicamente relevantes y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, son:

1.1.- Al decir del escrito acusatorio, el día cuatro (4) de Diciembre del año próximo pasado, la menor S.N.P.C. salió de su casa ubicada en el barrio “Perla del Sur” en la Ciudadela Cuba de esta capital a eso de las 7:30 p.m., con el fin de hacer una llamada desde un celular en cabina pública. Cuando marcaba el teléfono, se dio cuenta que afuera la esperaban tres (3) sujetos que ya conocía como “Muelas”, “Ojitos” y su propio tío CARLOS JULIO CABEZAS VALENCIA; entró en asombro, porque los mismos hombres días antes la habían amenazado de muerte por ser testigo de un doble homicidio en el Cementerio San Camilo de esta localidad.
Ante esa situación, la adolescente salió corriendo por detrás de la Iglesia de los 2.500 lotes y fue seguida por “Ojitos”, quien la alcanzó a la altura del Parque del Oso de Cuba y a la fuerza la tomó del brazo, le tapó la boca y le dijo: “maricona cállese si no quiere morirse ya”. En ese instante llegó un carro rojo con tres personas, un desconocido lo conducía y atrás estaba el tío con alias “Muelas”. 
La subieron al automotor y por el camino le dijeron que llamara a la mamá y le dijera que si la quería viva, que fuera por ella al sector “la Curva” por la salida hacia Armenia. La llamada la contestó el papá quien de inmediato enteró de la situación a los funcionarios de la SIJIN que llevaban el caso del Cementerio San Camilo.
Los sujetos se desviaron de la ruta y estacionaron en un lugar solitario, descendieron del vehículo el conductor y su tío JULIO, y ella quedó con “Muelas” y “Ojitos”. Éste comenzó a subirle la falda a lo cual se opuso, pero “Muelas” le dijo al otro: “quieto que eso es para mí”. Ojitos se bajó del carro, la menor gritaba y pedía  ayuda a su tío, que aunque la escuchaba no hacía nada para evitar lo que estaba sucediendo. Aquél -“Muelas”- le quitó la ropa interior y fue penetrada vaginalmente y por la fuerza, gritaba pero el sujeto le pegaba en la cara para callarla hasta que perdió la conciencia. Al cabo de lo cual, “Muelas” y su tío le dijeron que eso era tan sólo una advertencia de lo que les pasaría si iban como testigos al juicio de un sujeto conocido como “Pájaro” (acusado en el doble homicidio ocurrido en el Cementerio San Camilo), esto se lo repitieron varias veces.
Cuenta la menor que mientras era violada, tanto su tío JULIO como el apodado “Ojitos” se reían y permitían que eso ocurriera.

La joven llegó a su casa en donde la esperaban los efectivos de la SIJIN, fue trasladada a un Centro asistencial y en su historia clínica aparece un “alto estado de consternación, llantos y gritos, razón por la cual no fue posible atenderla, sólo le aplicaron calmantes”. Posteriormente fue remitida a Medicina Legal y el informe sexológico indica: “…himen festoneado desgarrado bordes cicatrizados…, tono anal normal, forma anal normal…Lesiones: Presenta equimosis violácea en antebrazo izquierdo, mecanismo causal contundente, Incapacidad médico legal definitiva cinco (5) días sin secuelas médico legales”. 
El programa de víctimas y testigos retiró de la ciudad a la menor en compañía de su núcleo familiar. 

Se constató que alias “Muelas” es CÉSAR AUGUSTO LONDOÑO TABARES y alias “Ojito” es JUAN GABRIEL RAVE, personajes reconocidos fotográficamente por la menor, quien agregó que su tío CARLOS JULIO pertenece a la banda de alias “Pájaro” de la que también hacen parte “CHOCOLO”, “CHAMIZO”, “MUELAS” y otros sujetos del barrio San Nicolás y La Dulcera, que a su vez integran la banda denominada “La Cordillera”, dedicada especialmente al tráfico de estupefacientes.
Una vez aprehendido LONDOÑO TABARES, se efectuó reconocimiento en fila de personas en la Cárcel Distrital, por medio del cual la menor lo reconoció. 

Finalmente, se aclara que la protegida LEYDI CABEZAS VALENCIA -madre de la menor S.N.P.C.-, finalmente se presentó al juicio oral como testigo de la Fiscalía para el caso del doble Homicidio en el Cementerio, y con fundamento en su relato recibieron fallo condenatorio WILMAN AILAN CORREA OSPINA (alias “Pájaro”) y GUSTAVO ADOLFO RESTREPO FERNÁNDEZ (alias “Chocolo”).

1.2.- Por lo anterior, la Fiscalía Trece de la Unidad de Vida, acudió ante el Juzgado de Control de Garantías, con el fin de legalizar la captura, hacer la imputación y solicitar medida de aseguramiento. A los indiciados se les atribuyó la comisión de los siguientes delitos: ACCESO CARNAL VIOLENTO (art. 205 C.P.) AGRAVADO (art. 211.1 “por haberse cometido con el concurso de otras personas”), y AMENAZAS A TESTIGOS (art. 454 A inciso primero), en calidad de autor para CÉSAR AUGUSTO LONDOÑO y en calidad de cómplice para GUSTAVO ADOLFO RESTREPO. Los imputados NO ACEPTARON los cargos endilgados.
1.3.- A consecuencia de esa no aceptación, el asunto siguió el rito normal con la consiguiente presentación de escrito de acusación, en el cual la Fiscalía ratificó esos cargos a los imputados, seguida de las Audiencias de Formulación de Acusación y Preparatoria. Durante el desarrollo de ésta última, los defensores solicitaron la exclusión de los reconocimientos fotográficos y consecuentemente de la declaración del perito morfólogo que se pretende realizar en juicio oral, porque consideran que se llevaron a cabo con violación de los requisitos legales, debido a que: (i) se hicieron sin autorización de la Fiscalía; (ii) comenzaron a las 09:15 y concluyeron en horas de la tarde, cuando una diligencia de esa naturaleza no puede tardar tanto; (iii) se hizo con la menor sin que contara con la presencia de su representante legal o del Defensor de Familia, tal como lo exige el art. 277 del Dcto. 2737 de 1989 -Código del Menor-; que sólo fue asistida –dice- por el Ministerio Público. Se adiciona el argumento con las disposiciones del nuevo Código de la Infancia y la Adolescencia que establece la asistencia a los menores víctimas; (iv) la fotografía para reconocer a JUAN GABRIEL RAVE es muy antigua y la utilizada para el reconocimiento de CÉSAR AUGUSTO LONDOÑO es muy diferente morfológicamente, habiéndose reconocido al que no era; y (vi) que era obligación de la Fiscalía realizar reconocimiento en fila de personas, como lo establece el inciso final del artículo 252 C.P.P. La funcionaria de conocimiento rechazó esa pretensión por considerar que “las irregularidades de los reconocimientos se subsanan en la audiencia del juicio oral”.  
1.4.- Contra esa determinación la defensa interpuso recurso de reposición por estimar que eso no se rectifica al momento del juicio oral porque no es lo mismo que su prohijado sea reconocido con seis (6) personas más, que en una audiencia donde se encuentra solo; tal situación vulnera el derecho de defensa. El Juzgado no repone con fundamento en: (i) en el sistema acusatorio sólo es prueba la que se admite y controvierte en el juicio, y las declaraciones, dictámenes y reconocimientos realizados en audiencias preliminares sólo sirven para sustentar decisiones tomadas en ese estadio procesal; por ello si determinado perito no concurre al juicio el dictamen rendido con antelación no puede ser tenido en cuenta como prueba; y (ii) el reconocimiento fotográfico no es prueba de la responsabilidad de los acusados, sólo un medio de identificación realizado por la Policía Judicial dentro de sus funciones de recaudar elementos para ese efecto; por ende, las irregularidades podrán ser subsanadas con el reconocimiento efectuado en el juicio oral por la menor ofendida en los hechos materia de debate.
1.5.- Ante la no reposición, se concedió la apelación que en forma subsidiaria interpuso el defensor del acusado JUAN GABRIEL RAVE; motivo por el cual se encuentran los registros en esta Corporación.
2.- El Debate

2.1.- Defensor de Juan Gabriel Rave -recurrente-
Solicita del Tribunal aceptar la exclusión del reconocimiento fotográfico efectuado en la persona de su representado y que fuera rechazada por la primera instancia, con fundamento en:

- Si antes de haber sido capturado se llevó a cabo ese reconocimiento por medio de fotografía, tan pronto se produjo la aprehensión la Fiscalía estaba en el deber de realizar un reconocimiento en fila de personas en cumplimiento a lo dispuesto en el último inciso del artículo 252 de la Ley 906 de 2004.

- No es lo mismo que una víctima reconozca a alguien en una fotografía, que lo haga en persona, por cuanto el primer medio puede presentar deficiencias que lo hagan inidóneo para el efecto; precisamente por eso los peritos morfólogos deben emprender una labor para cumplir con diversas reglas que no se pueden pasar inadvertidas.

- La Sala de Casación Penal de la H. Corte Suprema de Justicia, en reciente decisión del 29 de Agosto de 2007, M.P. Mauro Solarte Portilla, manifestó que de todas formas se hace necesario el reconocimiento en fila de personas porque el reconocimiento por medio de fotografías era insuficiente, bajo el entendido que éste último sólo era un método válido para encauzar la investigación y nada más.
- Existe un informe de investigador de campo en donde se hace constar que existió el asesoramiento de un perito morfólogo, pero no observa la firma de ese perito en el documento respectivo.

- El acta de reconocimiento está fechada el veintidós (22) de febrero de 2006, o sea “meses antes” de haber acaecido los hechos; además, si se examinan las horas, se podrá establecer que una diligencia de esa naturaleza no demora las 6 ó 7 horas que allí se mencionan, puesto que eso no se tarda normalmente más de media hora.

- Si en verdad hubo presencia de un perito morfólogo, entonces no se entiende que haya utilizado una foto vieja, de cuando su pupilo cumplió la mayoría de edad. Porque de ese entonces a la fecha han cambiado sus rasgos físicos. De allí que sea muy importante el reconocimiento en fila de personas.

- Al otro coacusado no lo señalaron en el inicial reconocimiento en fila y se presentaron varios tropiezos en ese trámite. Todo lo cual le hace pensar que estas diligencias ya se contaminaron y no se lograron evacuar con apego a las normas.
2.2.- Fiscal -no recurrente-
Se opone a la exclusión y contra argumenta:

- Es verdad que existe un error en la fecha del acta y se refiere al año, pues aparece como 2006 cuando la realidad indica que se trataba del año 2007. Se trata de un simple error de trascripción sin ningún efecto determinante en los derechos y el investigador podrá explicar esa situación más adelante. Lo importante aquí es que a la Policía Judicial se le dio la misión de realizar la diligencia y en eso no puede existir duda alguna.
- No es verdad que el perito morfólogo no haya estampado su rúbrica, porque ella posee el documento y allí sí se aprecia la intervención del perito encargado de conformar el álbum fotográfico (lo enseñó en el acto y se le dio traslado al defensor quien asintió).
- Para la correcta conformación de ese colectivo fotográfico, existen unas reglas de protocolo que no se pueden obviar y que para el caso concreto se cumplieron en toda su extensión (v.gr. que se trate de personas del mismo género, con características afines en sus rasgos generales y de contextura, color de piel, con edades aproximadas, del mismo grupo étnico, que posean iguales accesorios en el rostro, que las fotografías tengan el mismo procedimiento de creación –digital o convencional-, que estén enumeradas, que aparezcan en la misma posición, etc.).
- La menor no dudó en reconocer a esta persona. Estuvo presente el Ministerio Público y no se dejó constancia de vulneración a derechos sustanciales.
- No se debe excluir esa diligencia y los datos aportados por el defensor corresponde debatirlos en el juicio porque es allí el escenario propio para saber si sirve o no como prueba.
- Aclaró que no se llevó a cabo un reconocimiento en fila de personas porque la menor está en programa de protección y por lo mismo fuera de la ciudad; pero además, porque el sujeto a reconocer no es ninguna persona extraña para ella, lo conoce bien porque incluso lo refirió como JUAN a quien conoce de tiempo atrás porque le dicen “Ojitos” y junto con el otro individuo acusado integran el grupo de “paracos” de la Cordillera y son los que mandan en el barrio donde habita. Por demás, son los mismos que la persiguieron ese día y realizaron los actos aquí denunciados. En síntesis, de llevarse a cabo esa diligencia de reconocimiento, lo va a señalar amplia y fácilmente.

- La foto que se utilizó si es reciente, no es una foto vieja como se quiere hacer pensar.
2.3.- Procurador Judicial –no recurrente-
Coadyuva la intervención de la Fiscalía, porque:

- No observa por parte alguna irregularidad sustancial en la obtención de ese elemento de prueba.

- Los requisitos sustanciales que deben colmar una diligencia de esa naturaleza se cumplen a cabalidad.

- Son reales los errores mecanográficos, pero eso no es relevante porque se trata simplemente de alteraciones involuntarias propias del trabajo sobre formatos preexistentes.

- Es verdad que un reconocimiento fotográfico no exonera del deber de reconocer en fila de personas, pero esta exigencia no invalida lo realizado previamente. Ahora, que se le pueda restar valor a ese reconocimiento por medio de fotografía por el hecho de no haberse llevado a cabo uno en fila de personas, o por las deficiencias anotadas por el defensor, es situación que se evalúa en el juicio ante el Juez.
- En síntesis, que sólo se excluyen las pruebas obtenidas con violación de garantías fundamentales y aquí ni se puede hablar aún de prueba, ni lo recolectado inobservó las exigencias legales.
2.4.- Defensora de Londoño Tabares –no recurrente-
Respalda lo aseverado por el defensor que la precedió en el uso de la palabra, pero aclara que no recurrió la providencia porque le interesa que el reconocimiento realizado a su cliente sea introducido al juicio toda vez que lo va a utilizar en su teoría del caso.

Recuerda que en verdad su patrocinado no fue reconocido en la inicial diligencia en fila de personas, ni tampoco en el reconocimiento fotográfico; que el señalamiento sucedió después de esas actuaciones cuando ya la niña había tenido contacto con el Fiscal, sin representación legal y del Defensor de Familia.
3.- La Decisión

Estamos en la Audiencia Preparatoria y los profesionales que asisten los intereses de los coprocesados CÉSAR LONDOÑO y JUAN GABRIEL RAVE, se han mostrado particularmente inconformes con la incorporación al juicio de los plurales reconocimientos fotográficos efectuados por la menor que se dice ofendida ante los organismos de Policía Judicial, al estimar que fueron elaborados sin el lleno de los requisitos de ley. Con fundamento en ello, solicitan su retiro del haber probatorio.
Con relación a esa regla de exclusión cuya aplicación pretenden los togados, el Tribunal recuerda que “ella sólo aplica contra medios probatorios ilícitos o ilegales”
 y que el juzgador incurre en un error de derecho por falso juicio de legalidad cuando al valorar las pruebas allegadas al juicio oral excluye una que cumple con los requisitos que condicionan su validez y/o aprecia un medio de convicción allegado de manera irregular, esto es, con violación de los derechos fundamentales (prueba ilícita) o con transgresión del rito establecido en la ley para su producción y aducción (prueba ilegal). Es por tanto un deber de la Sala penetrar en el fondo del asunto para depurar la prueba que habrá de desfilar en el ulterior debate público.
El tema de las irregularidades en los reconocimientos fotográficos ha venido siendo reticente en los estrados judiciales y por lo mismo esta Corporación desea en esta ocasión hacer un pormenorizado examen del asunto, en orden a ofrecer una guía interpretativa. Para ello, miraremos primero lo que a nivel normativo se establece y posteriormente cotejaremos esas reglas con los enunciados jurisprudenciales que dan luz para su correcto entendimiento.
Lo establecido a nivel legal es del siguiente tenor:
ART. 252: Reconocimiento por medio de fotografías o videos. Cuando no exista un indiciado relacionado con el delito, o existiendo no estuviere disponible para la realización de reconocimiento en fila de personas, o se negare a participar en él, la policía judicial, para proceder a la respectiva identificación, podrá utilizar cualquier medio técnico disponible que permita mostrar imágenes reales, en fotografías, imágenes digitales o videos. Para realizar esta actuación se requiere la autorización previa del fiscal que dirige la investigación.[…] Este tipo de reconocimiento no exonera al reconocedor de la obligación de identificar en fila de personas, en caso de aprehensión o presentación voluntaria del imputado. En este evento se requerirá la presencia del defensor del imputado.
ART. 253: Reconocimiento en fila de personas: En los casos en que se impute la comisión de un delito a una persona cuyo nombre se ignore, fuere común a varias o resulte necesaria la verificación de su identidad, la policía judicial, previa autorización del fiscal que dirija la investigación, efectuará el reconocimiento en fila de personas. […] Lo previsto en este artículo tendrá aplicación, en lo que corresponda, a los reconocimientos que tengan lugar después de formulada la imputación. En este evento se requerirá la presencia del defensor del imputado.
Como vemos, el artículo 252 del nuevo estatuto nos habla del reconocimiento fotográfico y de su contenido se infiere la potestad de la Policía Judicial para poner de presente al testigo un número no inferior a siete fotografías como método adecuado de identificación, siempre y cuando se cuente con la autorización previa del Fiscal que dirige la investigación. De igual manera, que esos reconocimientos también son válidos con el banco de imágenes, fotografías o videos de que disponga la Policía Judicial. Se trata simplemente de un método de identificación que hace parte del poder de averiguación que ostenta la Policía Judicial, eso sí, siempre bajo la dirección del Fiscal y en orden a enderezar la investigación hacia la búsqueda de la verdad.

Antes de continuar con lo que toca con el correcto entendimiento del instituto, la Sala dejará a salvo desde ya cuatro situaciones que fueron mencionadas como argumentos en disfavor del reconocimiento fotográfico, porque de entrada no sirven para sustentar la ilegalidad o ilicitud que se pretende: 
(i)- que no se contó con una orden del fiscal como lo ordena la ley: la afirmación no es cierta porque sí se contó con esa orden, la misma consta en el programa metodológico que diseñó la fiscal del caso para que la Policía Judicial lo desarrollara.

(ii)- que se violaron las disposición del Código del Menor -art. 277, Dcto. 2737 de 1989, o del actual Código de la infancia y la adolescencia -art. 150, Ley 1098 de 2006-, que porque la menor hizo esos reconocimientos sin contar con la asistencia de su representante legal o de una Defensora de Familia: es afirmación no válida porque, en primer término, el Código del Menor que ya pierde vigencia se aplica únicamente a los menores infractores de la ley penal, y ese no es el caso que nos convoca; y segundo, porque el Código de la Infancia y la Adolescencia no sólo no ha entrado a regir en nuestro Distrito, sino que para el momento de la ocurrencia de estos hechos ni siquiera tenía vigor en ninguna parte del territorio Nacional (fue promulgada el 08 de Noviembre-06 y empezó a regir seis meses después, es decir, el 08 de Mayo de 2007, en tanto estos hechos se registraron el día 04 de Diciembre del año próximo pasado). Además, no hay lugar a su aplicación por vía de favorabilidad, puesto que el dispositivo que se trae a cuento es propio de la ritualidad de la prueba y por lo mismo neutral en sus efectos. En conclusión, sencillamente la autoridad judicial tuvo en cuenta, como correspondía, que no estaba en presencia de una menor de doce años sino de dieciséis años y en consecuencia no tenía que estar asistida por su representante legal.   
(iii)- que el acta no aparece firmada por el perito morfólogo y que la fecha que allí aparece data del 22 de febrero-06, cuando los hechos ocurrieron mucho después: son afirmaciones sin respaldo. Lo primero, porque como lo enseñó la Fiscal, el citado perito sí aparece avalando con su firma los respectivos trámites. Y lo segundo, porque se observa al rompe que la equivocación en la fecha es una evidente confusión involuntaria, porque obviamente nadie va a acudir a un reconocimiento antes de la ocurrencia del hecho del cual se dice víctima, y 
(iv)- que la fotografía utilizada para el reconocimiento del coprocesado JUAN CARLOS ALDANA es muy vieja pues corresponde a cuando él cumplió su mayoría de edad y que por tanto se equivocó el perito morfólogo en utilizarla para estos fines: a simple vista, tampoco parece una afirmación con un sustento válido, porque estamos hablando de una persona que frisa los veintitrés (23) años de edad pues nació el 08 de Marzo de 1984, con lo cual, no está muy distante del momento en que adquirió su mayoría de edad y los cambios físicos por ese específico período de quien ya ha alcanzado la adultez, no son muy significativos. 
Ahora sí emprendamos el estudio detallado de la jurisprudencia. Una secuencia de la misma en orden cronológico nos enseña:
1.- Que los reconocimientos son una prolongación o manifestación de la prueba testimonial. Esta es principal, aquellos complementarios o accesorios: “es la valoración de la prueba subsiguiente, del conjunto probatorio, lo que define finalmente si el señalamiento que se hizo en un comienzo es o no creíble a la luz de los postulados de la sana crítica” (C.S.J., Cas. Penal, Sen. Sep. 02 de 1998, M.P. Dr. Jorge E. Córdoba Poveda, Rad. 10.106); “…tal reconocimiento forma parte de la prueba testimonial y su ausencia o nulidad bien puede suplirse con lo válidamente atestiguado por los deponentes aptos para efectuar la identificación, que suministren la individualización pertinente, cuya verosimilitud será apreciada dentro de los criterios propios de ese medio de comprobación, tal como lo hizo el tribunal en el proceso bajo estudio…” (CSJ, Cas. Penal, Sent. abr. 30/99. Rad. 10196. M.P. Nilson Pinilla Pinilla); “El reconocimiento en fila de personas […] no tiene en nuestra legislación procesal penal la categoría de prueba autónoma, como acontece con la inspección, la pericia, los documentos, el testimonio, la confesión y los indicios. Por esta razón, y su condición de prueba derivada del testimonio, ha sido tradicionalmente considerada complemento de este, aunque con entidad jurídica propia (…) Esto quiere decir que, en cuanto acto procesal es autónomo, y que el incumplimiento de los requisitos legalmente requeridos para su validez no afecta la eficacia jurídica de la prueba a la cual complementa (testimonio), ni viceversa. Por eso, cuando se pretende atacar la validez de ambas, ha de hacerse de manera separada, indicando la clase de error cometido en cada caso, y su trascendencia; y si lo pretendido es atacar una sola, debe tenerse en cuenta que la otra mantiene su vigencia, y que continúa, por tanto, produciendo efectos jurídicos, en los términos indicados en los fallos de instancia” (C.S.J. Cas. Penal, Sent. Sep. 12/2002. Rad. 16960, M.P. Fernando E. Arboleda Ripoll).
2.- Que el estar privado de la libertad no excluye la opción del reconocimiento fotográfico: si el funcionario judicial opta por realizar la diligencia de reconocimiento fotográfico, la sola circunstancia de mediar persona capturada, no afecta su legalidad, ya que no puede entenderse que dicho antecedente configure una exigencia ad sustantian actus sin la cual esta clase de pruebas pierdan toda su eficacia (CSJ, Cas. Penal, Sent. jul. 11/2002. Rad. 15111. M.P. Carlos Augusto Gálvez Argote); y,
3.- Que las potenciales anomalías que se surtan en el desarrollo de la diligencia, no tienen la virtud de aniquilar el testimonio del cual depende: “...Ese registro visual del sindicado, es complemento del testimonio que sobre su base se vierte al proceso. Por ese motivo, el incumplimiento de los requisitos de forma al momento de ser practicado, no incide negativamente en la validez de la declaración subsiguiente”. (Sentencias de Casación Penal del 10 de abril, 24 de abril y 29 de Mayo de 2003, con Radicaciones 16485, 15.931 y 15.302, respectivamente)
Hoy por hoy, toda esa línea de pensamiento se consolida con la reciente determinación del Alto Tribunal (nos referimos a la del pasado veintinueve -29- de agosto de 2007, rad. 26.276, M.P. Mauro Solarte Portilla), porque allí se expone que el reconocimiento fotográfico y el reconocimiento en fila, no se excluyen, se complementan en aquellos casos en los cuales existe duda con respecto a la identificación del verdadero responsable. Textualmente se expresó: 
[e]ste método de identificación es complemento de aquél, obviamente, en los eventos en que no se tiene certeza de quién es la persona supuestamente responsable de haber llevado a cabo la conducta criminal, como así sucedió en este caso.
No está indicando la ley, no sobra advertirlo, que en todos los eventos de investigación criminal resulte obligatorio practicar ambas diligencias, el reconocimiento fotográfico y el reconocimiento en rueda de personas, ya que en tal aspecto también operan los criterios de razonabilidad, conducencia, pertinencia y utilidad de la actividad investigativa; de otro modo no tendría sentido que la ley radique en cabeza del fiscal la elaboración de un programa metodológico en la labor de investigación.

En este sentido cabe resaltar que si el autor del comportamiento criminal ha sido sorprendido o aprehendido en situación de flagrancia, o la identificación ha sido suficientemente realizada a través de alguno o varios de los otros métodos autorizados por la ley (art. 251), o se trata de una persona conocida por la víctima o por un testigo presencial, o el indiciado o imputado ha admitido su responsabilidad en el hecho, o de manera casual o fortuita sea la víctima o sea el testigo presencial quienes se encuentran con el autor o autores del hecho delictivo investigado, resulta evidente que en dichos eventos, esto es, en los que no hay dudas sobre la identidad del indiciado,  obviamente la identificación se entiende lograda, de modo que en tales hipótesis la diligencia de reconocimiento fotográfico o en fila de personas, según el caso, resultan superfluas.

[…]

Alguien podría preguntar, no sin razón, cuál entonces  podría ser la finalidad de una tal disposición, si se toma en cuenta que si bien el reconocimiento fotográfico permite a los organismos de investigación individualizar al sujeto señalado de ser el autor o partícipe de una conducta punible y esta circunstancia posibilita, a su vez,  la formulación de la imputación y la posterior acusación, de todas maneras en el juicio oral la Fiscalía tiene por deber presentar el testigo reconocente a fin de que, como testigo de acreditación, se ratifique en su identificación durante el acto público de juzgamiento (…)

[…]

De todos modos, no puede perderse de vista que el reconocimiento sea fotográfico o en fila de personas, por sí solo, no constituye prueba de responsabilidad con entidad suficiente para desvirtuar el derecho a la presunción de inocencia, pues la finalidad del juicio no es, ni podría ser, la de identificar o individualizar a una persona sino que tiene una cobertura mayor. Esto si se tiene en cuenta que una vez lograda la identidad de autor en la fase de investigación, por medio del juicio se debe establecer su responsabilidad penal o su inocencia en una específica conducta delictiva, sin dejar de reconocer que es allí, en el juicio, en donde el acto de reconocimiento necesariamente debe estar vinculado con una prueba testimonial válidamente practicada,  pues es en la apreciación de ésta, en conjunto con las demás pruebas practicadas, en que tal medio de conocimiento puede dotar al juez de elementos de juicio que posibiliten conferirle o restarle fuerza persuasiva a la declaración del testigo.                 

Con todo lo expuesto, nos preguntamos: ¿tiene algún sentido atacar en forma aislada el reconocimiento fotográfico, sin demeritar el testimonio que le da vida? La respuesta a nuestro juicio es: ninguno, porque si supervive la prueba principal, la ausencia de lo complementario no disminuye su eficacia. 
Precisamente por eso y por mucho que se quiera decir que un señalamiento en juicio va en contravía del derecho de defensa que porque el procesado se encuentra solo, a diferencia de los reconocimientos en fila, no es de extrañar que la doctrina autorizada en la materia dentro del sistema acusatorio, se atreva a mencionar el inusitado valor que alcanzan “los reconocimientos dentro de la audiencia del juicio oral”. Y para ello traemos a cuento lo aseverado por el autor RIVES SEVA con estribo en la jurisprudencia del Tribunal Supremo Español: “La diligencia de reconocimiento es propia de la instrucción sumarial, inidónea y atípica en el plenario y es prueba preconstituida que debe llegar practicada, siendo posible, al juicio oral (…); sin embargo, en el momento del juicio oral es permisible y procesalmente correcto que el interrogatorio de los testigos presenciales se extienda al reconocimiento del acusado como autor material del delito, sin que pueda tener la consideración de nueva prueba (…); y aún más, ‘el reconocimiento efectuado en el juicio oral subsana cualquier incorrección en los reconocimientos anteriores” 

Descendiendo de nuevo al caso particular, encontramos que existe preocupación por la infracción al derecho de defensa, con fundamento en que un señalamiento en juicio oral no es garantía de nada porque allí el procesado está solo y por lo mismo expuesto a una fácil identificación por parte del testigo. Si esa es la preocupación, entonces el Tribunal se encuentra autorizado para hacer la siguiente precisión en uso de la facultad que le confieren los moduladores de la actividad procesal:

De los artículos 252 y 253 de la Ley 906 de 2004, se extrae que “es un derecho del procesado” y un correlativo “deber del reconocedor”, realizar el reconocimiento en fila de personas cuando el indiciado o imputado sea aprehendido o se presente voluntariamente. Pues bien: ¿quién más autorizado en hacer valer ese derecho que el mismo imputado y su defensor? Por respeto al principio de igualdad de armas, no sólo el Fiscal sino también el Defensor pueden y deben solicitar la práctica de ese reconocimiento en rueda de personas, con mayor razón cuando éste último asegura que existe una equivocación en el señalamiento y pone en tela de juicio la afirmación de la menor afectada cuando aseguró que conocía a los tres individuos que la persiguieron y ejecutaron los actos referidos en el escrito de acusación.
Y decimos que también está dentro de los deberes de la defensa proceder en tal sentido (al menos en el caso del imputado JUAN GABRIEL RAVE, ya que lo concerniente con CÉSAR LONDOÑO TABARES ya se surtió el reconocimiento en fila de persona con resultados positivos), porque recordemos que la finalidad principal de una verificación de ese orden, como también lo ha sostenido la jurisprudencia, es no sólo la posibilidad de vincular formalmente a la persona señalada para que se defienda, sino además, la necesidad de evitar la sindicación de personas inocentes (Casación penal del 02 de septiembre de 1998, M.P. Dr. Jorge E. Córdoba Poveda, Rad. 10.106).
Ahora nótese que esa garantía es aún más amplia para ambas partes en contienda, porque se trata de una prerrogativa intemporal, es decir, que las disposiciones reseñadas no imponen un límite temporal para la práctica de esta diligencia, simplemente mencionan que cuando se haga después de la imputación, deberá hacerse con la asistencia del respectivo defensor. En consecuencia, aún están a tiempo tanto la Fiscalía como el mismo Defensor para solicitar la realización de ese acto con miras a dar claridad a la verdadera identidad del responsable. Incluso, para mayor garantía, es procedente solicitar que la diligencia se realice antes de escuchar la intervención de la menor en juicio para anteponerse a un potencial señalamiento personal y directo, que es el punto neurálgico de inconformidad por parte del letrado.
Obviamente, que quien formule esa petición, está en el deber de justificar la pertinencia y necesidad de la diligencia en fila de personas para este caso singular y ante la señora Juez de primera instancia, porque tampoco podemos pasar por alto que al decir de la Corte en la providencia última citada y que sirvió precisamente de fundamento al defensor para la sustentación de su recurso, existen varias hipótesis en las cuales tanto el reconocimiento fotográfico como el reconocimiento en fila de personas, resulta superfluo, y entre esas hipótesis mencionó la siguiente: “cuanto se trata de una persona conocida por la víctima”. Luego entonces, si aquí lo que se ha venido afirmando desde los albores de la investigación, es precisamente que la menor conoce bien a los tres personajes que según afirma la abordaron y atacaron en los términos que aquí se indican, entonces es carga probatoria de quien solicite la diligencia hacer previamente la debida justificación de su procedencia ante la Juez de conocimiento.
En conclusión, si no es la diligencia de reconocimiento la que está dotada del verdadero valor probatorio, si aún subsiste la opción de escuchar el testimonio de la menor en juicio, y más aún, si tanto la Fiscalía como la Defensa tienen interés y están a tiempo de justificar la ampliación en las peticiones probatorias para allegar en forma oportuna el reconocimiento en fila de personas que se echa de menos, entonces no se alcanza a divisar por parte alguna el actual o inminente detrimento del Derecho de Defensa al cual se hace referencia. 
En esos términos, se confirmará la decisión opugnada.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, CONFIRMA el auto interlocutorio objeto de apelación.
Esta decisión queda notificada en estrados y contra ella no procede recurso alguno.

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE 
               LEONEL ROGELES MORENO

     Magistrado




         Magistrado

IVANOV ARTEAGA GUZMÁN


      CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

    
     Magistrado 




          Secretaria
� C.S.J. Sentencia del 21 Febrero de 2007, Rad. 25.920, M.P. Javier Zapata Ortiz.


� RIVAS SEVA, Antonio Pablo, en Revista Actualidad Penal, Tomo II, Madrid, Editora General de Derecho, 1995, pg. 535, 536 s.s.
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